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			“Creo que la discusión sobre la enmienda constitucional destinada a obtener el equilibrio del presupuesto gubernamental constituye la propuesta más constructiva de reforma política que se haya formulado en el curso de varias décadas. Habiendo vivido la destrucción de la moralidad fiscal ocasionada por los conceptos keynesianos, debemos realizar todos los esfuerzos posibles para reemplazar esta moralidad por restricciones deliberadamente elegidas […]”.

			James Buchanan


		

		
			

			INTRODUCCIÓN

			Durante este último siglo hemos visto un avance casi incontrolable del poder regulatorio del Estado sobre los habitantes, un fenómeno que se advierte a nivel mundial, pero especialmente en Argentina.

			El incremento de la actividad estatal generó un fuerte aumento del gasto público, que debió ser cubierto por varios mecanismos que tienen serias consecuencias económicas: impuestos creados de manera provisoria y temporal que se convirtieron en permanentes y con un persistente incremento de sus alícuotas; jurisdicciones provinciales y municipales que enmascaran en tasas, contribuciones de mejoras o servicios varios, la creación de verdaderos impuestos no autorizados por la Constitución; la imposición de aranceles a la importación y exportación que entorpecen el comercio e impiden la prosperidad. 

			Ni aún así se pudieron mantener presupuestos equilibrados, y los déficits crónicos se cubrieron con endeudamiento creciente hasta llegar al default debido a la imposibilidad de hacer frente siquiera a los intereses. Cuando ello tampoco alcanzó, se recurrió a la emisión monetaria, que generó altos niveles de inflación, con picos periódicos de hiperinflación.

			Todo ello fue producto de la falta de límites claros al poder del gobierno, para restringir su facultad de adueñarse de los recursos de los habitantes. De este modo, uno de los países potencialmente más ricos y prósperos del planeta a principios del siglo XX, en cien años llegó a tener a más de la mitad de su población por debajo de la línea de pobreza.

			El incremento en las funciones del gobierno, que fue justificado con varios argumentos que veremos a lo largo de este trabajo, requirió cada vez mayor cantidad de recursos, lo que se cubrió con más impuestos, endeudamiento y emisión. La popularidad de las recomendaciones de John M. Keynes sobre las bondades de utilizar la emisión monetaria y otros artilugios artificiales para acelerar el crecimiento económico, sólo contribuyó a precipitar la tragedia. Pero también brindó a políticos inescrupulosos o ignorantes la excusa para liberar sus conciencias de las terribles consecuencias de sus políticas, y enmascarar sus inevitables fracasos en las volátiles teorías económicas recomendadas por esos “expertos”.

			Por este camino, Argentina ha transitado un siglo amojonado por crisis monetarias, financieras, productivas, todo lo cual llevó a un país que en 1895 tuvo el ingreso per cápita más alto del mundo, que para la década de 1920’ era la envidia del planeta y se perfilaba como una potencia económica, a tener un siglo más tarde los más altos índices de indigencia, desocupación, cierre de empresas, inflación, deuda externa, presión tributaria y corrupción.

			El gobierno iniciado por Javier Milei a finales de 2023 planteó un cambio drástico en el rumbo de la política económica. Sus iniciales propuestas legislativas y su acción de gobierno buscaron una profunda reforma del tamaño y funciones del Estado. Era imprescindible convertirlo en una estructura más pequeña, ágil y eficiente en aquellas funciones que la Constitución le confiere, y excluirlo de todo lo demás, que debe quedar reservado a la acción libre de los individuos. 

			A la inflación monetaria se sumaba una inflación regulatoria y legislativa, que requería con urgencia la eliminación de trabas, regulaciones, permisos, prohibiciones y trámites a todo tipo de actividades, así como profundas reformas laborales, tributarias, de comercio exterior, previsionales, etc.

			En ello se enfocaron el contenido del decreto 70/23 y el proyecto original de la llamada Ley Bases. Pero sus propuestas no contaron con el apoyo inicial de un Congreso que era mayoritariamente opositor y que con el correr de los meses se volvió cada vez más hostil.

			Dedicó entonces sus esfuerzos a evitar un colapso económico que parecía seguro, con el país avanzando decididamente hacia una hiperinflación, default y recesión económica como en sus peores versiones, con el agravante de que esta vez el punto de partida ya era un país sumido en la pobreza y con la estructura productiva destruida. 

			Logró sanear el valor del peso a niveles tolerables acotando la emisión, refinanció la deuda externa heredada y comenzó una etapa de reestructuración del Estado, eliminando las estructuras innecesarias. Se individualizaron y desactivaron mecanismos creados literalmente para robar dineros públicos con la excusa de ayuda social o el cumplimiento de funciones inútiles. Ello lo logró sin confiscar el patrimonio de los habitantes, como había ocurrido en otras crisis previas.

			En 2024 presentó un proyecto de presupuesto para el año siguiente que era novedoso para Argentina, pues no sólo eliminaba el déficit sino que garantizaba el equilibrio, al disponer que cualquier diferencia que pudiese surgir durante su implementación, debía nivelarse reduciendo gastos. Pero dicho presupuesto no se aprobó en el Congreso, por lo que por segundo año consecutivo se debió utilizar el último presupuesto aprobado, que era totalmente irreal y desfazado con la nueva estructura del Estado que el presidente proponía.

			En 2025, acercándose las elecciones de medio término, el gobierno tuvo una muy dura reacción de la oposición que, aprovechando su amplia mayoría en el Congreso y seduciendo a diputados de otros partidos con argumentos populistas, sancionaron leyes que incrementaron notoriamente el gasto y amenazaron con destruir el equilibrio presupuestario que tanto había costado.

			Ello enfrentó al gobierno con una difícil disyuntiva: para cumplir esas leyes, debía buscar recursos (subir impuestos), endeudarse o emitir dinero, todo lo cual conspiraba directamente con el equilibrio fiscal, además de ser medidas reñidas con una buena interpretación de la Constitución Nacional. Si no cumplía, estaría también violando la Constitución que lo obliga a ejecutar las leyes del Congreso. 

			Hasta ese punto se tensó la relación entre el gobierno y una oposición cada vez menos comprensible. Los políticos, que siempre habían actuado como si los recursos fuesen inagotables, pretendieron no comprender ese dilema o, como algunos admitieron, “fingieron demencia”.

			Se embarcó entonces el gobierno en la difícil empresa de mantener el equilibrio, reducir el gasto público, y evitar la emisión monetaria para cubrir el presupuesto, sin contar con buena parte de los instrumentos necesarios que los legisladores le negaban. En este contexto, el 15 de septiembre de 2025 el Presidente presentó en el Congreso el proyecto de presupuesto para 2026, y al mismo tiempo, acompañó un proyecto de ley que fue titulado: Ley de compromiso nacional para la estabilidad fiscal y monetaria. A través de este proyecto de ley, se propone sancionar una serie de reglas presupuestarias, fiscales y monetarias -que incluye la creación de tipos penales vinculados con su incumplimiento- destinadas a garantizar el equilibrio presupuestario, la limitación de los gastos y evitar la emisión monetaria espuria.

			En este trabajo me propongo explorar las raíces de este problema fiscal, financiero y monetario, y proponer diez reglas tendientes a establecer límites al poder estatal en estas áreas. Vincularé estas reglas con el proyecto presentado por el Presidente Milei, que va en la misma sintonía, y para mayor claridad acompaño su texto como Anexo al final del libro.

			También refrescaré algunos conceptos sobre la responsabilidad de los funcionarios públicos por sus actos políticos, y los fundamentos de los tipos penales que se pueden establecer, siguiendo el proyecto de ley mencionado y los conceptos que ya he vertido en un trabajo anterior (1).

			El propósito es mostrar cómo ciertos cambios ocurridos en el mundo en el último siglo, tales como el incremento de las atribuciones del gobierno, las facilidades para endeudarse y el manejo discrecional de la moneda a partir de la generalización del dinero fiduciario, requieren de reglas restrictivas a las cuáles los funcionarios involucrados se deban someter, incluso bajo la amenaza de sanciones penales. 

			Como un tema vinculado al central, veremos que el incremento de este poder estatal para intervenir en el proceso productivo mediante la exacción de recursos a los habitantes, ha sido probablemente el motivo más fuerte del crecimiento de la corrupción en todos los estamentos del Estado.

			Reconozco que, tal como propusieron autores como James Buchanan y Milton Friedman, tales reglas deberían ser incorporadas a la Constitución como norma superior que rige las atribuciones de los distintos órganos del gobierno. Pero también soy consciente de que en Argentina, proponer una reforma constitucional es abrir una caja de Pandora que puede convertirse en algo muy peligro institucionalmente, desde que las Asambleas Constituyentes tienden a ser soberanas en cuanto a los temas que se proponen modificar. 

			La Constitución Argentina no tiene un procedimiento para modificaciones o agregados puntuales, como sí contienen otras constituciones (al modo de las Enmiendas que se han incorporado a la Constitución de los Estados Unidos), y por eso mismo, el proceso de reforma es complejo y al mismo tiempo abre la posibilidad de incluir temas que originariamente no habían sido pensados.

			Por eso, para evitar el trauma que significaría un nuevo proceso de reforma constitucional, tales reglas podrían ser sancionadas a través de legislación ordinaria. Se puede pensar en formas de reforzar tal legislación (como por ejemplo que sea sancionada con mayorías especiales o avalada por algún mecanismo de consulta popular). Pero lo cierto es que constitucionalmente tendrán la misma validez que cualquier otra ley y podrán ser, en consecuencia, modificadas por leyes posteriores.

			Dependeríamos entonces de algo que en Argentina por el momento no existe: que se genere una tradición de respeto por las reglas, como ocurre con ciertas leyes constitucionales en Gran Bretaña, que a pesar de que podrían ser modificadas por el parlamento en cualquier momento, permanecen inalterables desde hace siglos.

			

			Por lo pronto, en el presente trabajo plantearé la necesidad y conveniencia de contar con tales reglas, independientemente de cuál sea el procedimiento de su implementación.

			

			 
				
						1.  Rojas, Ricardo Manuel, La inflación como delito, Unión Editorial, Madrid, 2022.


				

			 
		

		
			

			PRIMERA PARTE

			La necesidad de nuevas limitaciones al poder del Estado

		

		
			

			I. Los orígenes de la voracidad estatal.

			Comenzaré este trabajo recordando las bases del modelo constitucional que promovió la formación de un gobierno limitado, a través de su primer gran producto que fue la Constitución de los Estados Unidos, de la cual la nuestra ha tomado su estructura básica. Luego veré cuándo y por qué se rompieron los límites y los gobiernos comenzaron a abusar progresivamente de su poder hasta hacer necesarias nuevas limitaciones.

			1. ¿Cómo se entendió la limitación al poder estatal en la Constitución?

			Durante los siglos XVIII y XIX primordialmente, el mundo se vio envuelto en profundas discusiones de filosofía política vinculadas con la justificación, legitimidad y funciones del gobierno. Estas discusiones habían tenido sus prolegómenos en tiempos anteriores, pero impulsaron fuertes reformas políticas en el mundo, especialmente en esos dos siglos.

			La discusión primordial giró en torno a la legitimidad del gobernante, el mecanismo de su designación, duración y funciones, así como el diseño institucional basado en la limitación y definición taxativa de esas funciones y la división de poderes que incluyera la garantía de una justicia independiente. 

			Ello lucía bastante razonable. Hasta entonces, los avances en teoría política se habían concentrado en justificar al gobierno en el mandato popular, sin desarrollar demasiado sobre las funciones y limitaciones a los gobernantes. En un mundo que no estaba acostumbrado a que el poder de los gobernantes tuviera límites, se pensó que el mayor límite era admitir que quien gobierna efectivamente es el propio pueblo.

			Posiblemente Hobbes, sin proponer una visión ni liberal ni optimista del hombre y su vida, fue uno de los primeros autores modernos en brindar argumentos para explicar que el fundamento del poder del gobernante –aun cuando este sea brutal y autoritario-, era la entrega voluntaria de dicho poder por parte del pueblo, que es su poseedor originario, en lugar de ser una cuestión vinculada a tradiciones, sucesiones, linajes, familias, fuerza o religión.

			Las personas pactan la creación de un Estado soberano como autoridad suprema para dictar leyes y hacerlas cumplir. Tal contrato vincula a los individuos entre sí, no es entre el pueblo y el soberano. Es el pueblo el que elabora el contrato sobre la base de su propio poder. El temor a la violencia hace que delegue en el soberano la autoridad y la fuerza para mantener la paz, la seguridad y el orden.

			En consecuencia, ese gobernante despiadado que al decir de Hobbes, aplicaba la fuerza para evitar que el hombre se convirtiera en el lobo del hombre, obtenía su poder de una cesión por parte del pueblo, que se lo entregaba para que los protegiera de su propia violencia.

			Luego vinieron visiones más liberales y optimistas de dicho contrato (como las de Algernon Sidney y John Locke). La constitución –comenzando con la de Estados Unidos- fue el modelo de ese contrato simbólico entre los habitantes para formar el gobierno que proteja sus derechos, establezca cómo elegir a sus autoridades y delimite sus funciones.

			Con raíces y antecedentes en siglos anteriores, el liberalismo surgió como movimiento de ideas y acción que eclosionó en los siglos XVIII y XIX, con dos propósitos esenciales, directamente vinculados entre sí: 1) la lucha por la limitación del poder de los gobernantes; y 2) el reconocimiento y respeto de los derechos y dignidad de cada individuo.

			Ambos argumentos se alimentaron mutuamente: escritos doctrinarios, decisiones judiciales y prácticas consuetudinarias apuntalaron la idea del respeto a la integridad, libertad y voluntad individual, tanto en sus tratos con otras personas como en su relación con las autoridades. Por otro lado, esos escritos y prácticas fueron fundamento para justificar revoluciones, cartas de derechos y cambios políticos tendientes a restringir el poder del gobernante (2).

			Los principios básicos alrededor de los cuales el liberalismo clásico asentó su idea del gobierno limitado fueron:

			

			1. El origen popular del poder

			Uno de los principios fundamentales del liberalismo político, como señalé, es la idea de que el poder soberano reside en el pueblo, que lo ejerce a través de las instituciones y personas que designa en el contrato constitucional.

			Las teorías que concebían al gobierno como producto del consentimiento de los habitantes se desarrollaron en Europa desde tres siglos antes de que John Locke publicara sus Tratados para justificar la Revolución Gloriosa, y cuatro siglos antes de que esas mismas ideas nutrieran a los fundadores de los Estados Unidos. Se pueden mencionar en el siglo XIV a Marsilio de Padua y Guillermo de Ockham, quienes defendieron la idea del consentimiento de los habitantes como fuente de la obligación política (3).

			En su Defensor Pacis (1324) Marsilio de Padua entendía que el pueblo tiene derecho de elegir, “corregir” y, si es necesario, deponer a los gobernantes, si no actúan de conformidad con los poderes limitados que les han sido confiados. El pueblo es el que manda y decide por elección o voluntad propia en una reunión general, y por eso la voluntad del legislador debe “expresarse en palabras en la asamblea general de los ciudadanos” (4).

			A Guillermo de Ockham suele atribuirse la primera derivación de la legitimidad gubernamental del consenso, con base en el derecho natural. Sostenía que: “A todos los mortales les viene de Dios y de la naturaleza el nacer libres y el no estar sujetos por derecho a ningún otro. Por lo mismo, pueden espontáneamente elegir a quien los gobierna” (5). 

			En sentido similar, Juan de Paris, precursor de Marsilio de Padua, en su De protestae regia et papali (1302) argumentó que el poder político procede de la comunidad, no del Papa, y el pueblo otorga la autoridad al rey para garantizar el bien común, siendo el gobernante el administrador de un poder que no le pertenece en propiedad (6). De este modo, las ideas de Juan de Paris constituyeron un puente entre la visión política del tomismo y el pensamiento laico del siglo XIV. 

			Poco después, Dante Alighieri en De Monarcha (1311-1313), propuso independizar el poder civil del eclesiástico, sugiriendo que la legitimidad del emperador proviene directamente de la razón humana, expresada en la comunidad, no en la autoridad papal. Si bien no se refería a la “soberanía popular” en el sentido moderno con el que se lo conoció luego, abrió el camino a la idea de un poder legítimo secular (7).

			Casi tres siglos más tarde, Richard Hooker -a quien Locke cita frecuentemente- señaló en su obra Of the Laws of Ecclesiastical Polity [1594-1597]:

			El poder legítimo de hacer las leyes para regir al conjunto de una sociedad política pertenece tan propiamente a esa sociedad en su totalidad que, sea cual fuere el príncipe o potentado que lo ejerce por sí mismo […] es simplemente un tirano. No son, por consiguiente, leyes aquellas que la aprobación pública no ha hecho tales.  Por tal razón apuntamos que desde que los hombres no tienen naturalmente ningún poder pleno para regir los cuerpos políticos sin consentimiento, podríamos vivir sin estar sometidos a ningún mandato humano. Pero damos nuestro consentimiento para ser gobernados cuando la sociedad, de la que somos parte, lo ha prestado en el pasado sin haberlo revocado por un acuerdo igualmente universal […]. De modo que las leyes humanas de cualquier clase que sean, son sólo válidas por consentimiento” (8).

			De este modo, para cuando llegaron los contractualistas más conocidos y trascendentes (Hobbes, Locke, Rousseau), ya llevaba mucho tiempo en la mente y discusión de los intelectuales la idea de que el poder reside en el pueblo y éste contractualmente crea y organiza al gobierno. 

			2. La autoridad del gobernante como un mandato entregado por el pueblo

			

			El gobernante es considerado como un mandatario del pueblo, por lo tanto su poder no es originario sino derivado y limitado a los alcances de dicho mandato. Esta es una derivación del principio de la soberanía popular: el pueblo no puede gobernar en conjunto por sí mismo, requiere que el poder de gobernar lo ejerzan ciertas personas especialmente elegidas a tal efecto, y a ellas le entregan un mandato, que contiene una delegación del poder, pero al mismo tiempo una limitación a ese poder, el que sólo existe en la medida de tal encargo.

			La idea del mandato fue explicada críticamente por Bruno Leoni en estos términos:

			Según el concepto clásico de “democracia”, tal como se formuló al final del siglo XVIII en Inglaterra, el proceso democrático se suponía que permitiría al pueblo decidir por sí mismo las cuestiones a través de representantes elegidos para el parlamento. Esto parecía ofrecer un sustituto eficaz de la decisión directa sobre cuestiones generales por parte del pueblo […]. Los representantes se concebían como mandatarios, cuya tarea consistía en formular y realizar la voluntad del pueblo (9). 

			En efecto, aquel poder originario podía expresarse concretamente a través del mandato que los gobernantes recibían del “pueblo”, que incluía las acciones concretas que el mandatario debía realizar. El pecado original de esta teoría es que el “pueblo” es una ficción inexistente (10), de modo que los conceptos de unanimidad de origen del contrato original, el mandato popular, sus alcances y las relaciones entre mandantes y mandatarios fueron elucubraciones más de la imaginación que de la realidad. 

			Pero sin perjuicio de este problema epistemológico de base, se puede afirmar que esa relación de mandante-mandatario no tuvo en los hechos el sentido que la teoría liberal clásica le quiso otorgar en sus inicios. Leoni lo explica en estos términos:

			Hablando en general, sería un error pensar que hacia el final del siglo XVIII los miembros del parlamento se constituían en los defensores de la voluntad de sus conciudadanos […] Pese a ello, se admite generalmente que, según la teoría clásica de la democracia, el parlamento se concebía como un comité cuyas funciones “serían dar voz, reflejar o representar la voluntad del electorado” (11). 

			Un primer elemento que hace imposible aceptar la idea de un mandato con instrucciones específicas de los mandantes, es que ese mandato debería expresar la “voluntad común”, que es un concepto incompatible con la voluntad de miembros individuales de una comunidad. 

			La sociedad es un conjunto de personas interactuando, cada una de ellas con sus propios valores, incentivos, propósitos, de modo que resultaría imposible pretender una “decisión” única tomada por un cuerpo que no tiene una “mente” única capaz de elaborarla, y que se pretende que ejecuta la voluntad de una multitud de personas que quieren cosas diferentes y contradictorias entre sí.

			[…] las decisiones políticas implican siempre un elemento que no es compatible con la libertad individual, y que, por lo tanto, no es compatible con una verdadera representación de la voluntad de aquellas personas cuya elección quizá haya sido rechazada en la decisión adoptada (12). 

			De hecho, la razón de ser de las elecciones democráticas es la pluralidad de ideas y propósitos. Si fuese posible sintetizar una voluntad común, las elecciones serían innecesarias.

			La verdadera representación de la voluntad debería ser resultado de una elección del individuo que ha de ser representado, lo que a nivel comunidad -y en especial en la medida en que las comunidades se hacen más populosas- termina siendo una ficción. 

			Con el tiempo la teoría política fue mutando el sentido de esa representación, reconociendo que los representantes designados actuarán según sus propios criterios en cada asunto. Para reforzar la idea de “representación”, se dijo que los elegidos siguen ideas, principios y valores generales conocidos de antemano que motivan su elección por los mandantes. Pero ello engloba una nueva ficción, pues como puede apreciarse diariamente, las promesas, programas y plataformas que invocan los candidatos, casi nunca se cumplen una vez asumido el cargo. 

			Si abandonamos la idea de que el gobernante cumple estrictamente los términos de un mandato concreto, será necesario buscar otras formas de evitar que pueda abusar del poder que se le otorga. Aquí es donde las reglas comienzan a adquirir un rol fundamental. Esto lo entendieron bien los Padres Fundadores de Estados Unidos, y por ello nutrieron a la Constitución de una serie de reglas y limitaciones al poder de las autoridades que creaba.

			3. La justificación del gobierno en la protección de los derechos individuales

			La debilidad fáctica del argumento del mandato fue compensada con el desarrollo de formas republicanas de fortalecimiento de los derechos individuales. Se incluyeron mecanismos de intervención ciudadana y limitación del poder, tales como la elección popular de funcionarios, el derecho a la información de los actos de gobierno, la responsabilidad de los funcionarios por sus actos públicos, la limitación de los mandatos con prohibición de reelección en algunos casos, la división de poderes y otras reglas que permitían proteger al ciudadano de eventuales abusos por el Estado. 

			Por su parte, el propio diseño constitucional se basaba en el principio de que lo que justificaba la existencia del gobierno era la supremacía de los derechos individuales y su protección por jueces independientes del gobierno. Esa idea de Locke había estado presente en la Declaración de Independencia de Estados Unidos y se reiteró en el preámbulo de la Constitución.

			Incluso se produjo en el seno de los artífices de la constitución norteamericana una discusión respecto de si debía o no contener dicha carta una declaración de derechos. Para la tradición jurídica anglosajona, tales derechos son definidos y protegidos por el orden jurídico (el common law), y por ello no pareció necesario incorporar una declaración política al respecto. Incorporación que, por lo demás, podía conducir a la errónea percepción de que los derechos existen porque el gobierno los otorga. 

			Sin embargo, pocos años después de sancionada la Constitución se incorporaron en forma de Enmiendas una serie de garantías de los habitantes, que constituyen nuevas reglas que establecen limitaciones concretas al poder del Estado (13).

			4. Las limitaciones constitucionales como resguardo frente al poder del gobierno.

			Originalmente la existencia del gobierno se justificaba en la protección de los derechos individuales, ya sea evitando la violencia, la agresión exterior, y resolviendo conflictos. Por lo tanto, sus servicios se orientaban a garantizar la seguridad y el mantenimiento de la paz, la administración de justicia y la defensa exterior. 

			No se pretendía que el gobierno tuviera atribuciones de contenido positivo, no era su función otorgar determinados privilegios o bienestar a algunos grupos, lo que necesariamente requeriría extraer los recursos necesarios para ello a los demás. Lo que preocupaba sobremanera a los primeros defensores del gobierno representativo, era que el gobernante no extralimitara las atribuciones conferidas.

			Con el poder limitado de ese modo, durante mucho tiempo se aceptó que el proceso de elección democrática de autoridades era suficiente para evitar abusos o arbitrariedades del gobierno. Ello se fundaba en los resabios de la idea del mandato popular al que me referí antes. Señalaron Brennan y Buchanan al respecto:

			En gran medida, los economistas modernos han aceptado implícitamente el supuesto (¿o la creencia?) dominante en el siglo XX de que los procesos electorales nominalmente democráticos son suficientes en sí mismos para garantizar que la actividad del Estado permanezca dentro de los límites aceptables (14).

			Mientras los gobiernos conservaron limitadas sus facultades, el sistema fue eficiente, y si ocasionalmente se cometía algún abuso, la intervención de una justicia independiente o una nueva elección volvían las cosas a su quicio.

			Como veremos en el punto siguiente, cuando el Estado decidió regular, definir y limitar los derechos individuales a través de la legislación, y para ello extendió sus propias atribuciones, la discusión sobre el derecho dejó de ser una cuestión jurídica para convertirse en política, y allí comenzaron los abusos institucionalizados que, en parte, las reglas propuestas en este trabajo intentan evitar, o al menos paliar.

			2. El rompimiento de los límites al poder en el siglo XX.

			Durante el siglo XIX se aceptó que las limitaciones constitucionales al poder mantendrían a los derechos individuales a salvo del gobierno. Al mismo tiempo, los anglosajones tenían a su favor que el sistema jurídico (el common law), excluía del poder estatal la solución de los conflictos privados, manteniendo las discusiones jurídicas dentro del ámbito del derecho y no de la política.

			Sin embargo, con el correr del tiempo los gobernantes fueron incrementando su poder, sus funciones y su capacidad para utilizar al gobierno en provecho propio. La elección democrática de autoridades, que había permitido asegurar la limitación del poder, comenzó a invocarse como fundamento mismo de ese poder. De este modo se comenzó a aceptar que, si un gobernante era investido en su cargo por decisión popular, no había motivos para limitar sus atribuciones. 

			Eran tiempos en los que las alternativas políticas eran: “Democracia o dictadura”, sin considerar que la democracia también podía convertirse en una forma de dictadura.

			Los Padres Fundadores de los Estados Unidos habían comprendido que no se trataba con ángeles, y que entonces ciertas reglas limitativas eran necesarias tanto para los habitantes como para los gobernantes, en nombre del respeto y protección de los derechos individuales. James Madison lo explicó en un párrafo famoso incluido en El Federalista n° 51:

			¿Pero qué es el Estado en sí mismo, sino el mayor de los reflejos de la naturaleza humana? Si los hombres fueran ángeles, no sería necesario el Estado. Si los ángeles tuvieran que gobernar a los hombres, no harían falta ni controles externos ni internos sobre el Estado. En la formación de un Estado que ha de ser administrado por unos hombres sobre otros hombres, la gran dificultad consiste en esto: primero hay que capacitar al gobierno para controlar a los gobernados, y a continuación obligarle a autocontrolarse.

			Los creadores de la Constitución norteamericana sabían que el gran desafío del orden político era poder controlar a ciudadanos y gobernantes con la menor carga posible de coacción, aun cuando aprovecharse de los demás era una propensión que podría esperarse en unos y otros. 

			La tensión que ha perdurado cada vez con mayor dramatismo hasta nuestros días, fue entre la autonomía de la voluntad individual para tomar las propias decisiones y seguir el curso de vida elegido por cada uno, y la autoridad del gobierno de imponer, a través de mandatos legislativos o ejecutivos, formas coactivas de conducta que permitan ordenar la sociedad y evitar la violencia privada. Pierde relevancia práctica, en esta confrontación, si el poder de la autoridad es producto de la voluntad hegemónica de un monarca o de un cuerpo elegido democráticamente por los habitantes.

			Probablemente las ideas jurídicas que crecieron con la estatización del derecho -una de cuyas primeras expresiones modernas fue el proceso de codificación del derecho común en Europa continental- terminaron convirtiéndolo en un instrumento al servicio de la política. Los legisladores avanzaron cada vez más en los asuntos privados de los habitantes, mientras que los jueces comenzaron a mirar con resignación cómo el Estado se convertía en un violador serial de derechos. 

			Trataré de resumir en los próximos puntos algunos de los motivos que considero determinantes para que se produjera este avance. Entre ellos destaco tres, que fueron fundamentales en el siglo XX: a) la irrupción del constitucionalismo social, que requirió de mandatos coactivos para redistribuir la propiedad en nombre de la “justicia social”; b) el intervencionismo económico, que justificó la intervención del Estado en la economía con la excusa de reglamentar los “derechos económicos”; y c) la popularidad adquirida -en especial entre los políticos- por las ideas de John Maynard Keynes, quien brindó argumentos pseudocientíficos para justificar la intervención política en el proceso económico. Me referiré brevemente a estos tres aspectos.

			3. Las nuevas funciones del Estado: el constitucionalismo social.

			Novedosos modelos constitucionales aparecidos en los primeros años del siglo XX modificaron sustancialmente el esquema original. El surgimiento del constitucionalismo social, con nuevos derechos que ya no eran de signo negativo, sino que requerían para su satisfacción de la intervención positiva del gobierno, produjo un cambio radical en la concepción del Estado y del derecho. 

			Las bases filosóficas de este cambio se gestaron en las últimas décadas del siglo anterior. El jurista alemán Otto von Gierke dio un paso firme en esa dirección con su concepción orgánica de la sociedad, oponiéndose al individualismo jurídico del derecho liberal. En su visión comunitaria del orden social, la sociedad es vista como un todo compuesto por asociaciones y grupos intermedios que cumplen funciones esenciales (15). El derecho iba dejando entonces de ser exclusivamente una forma de definir derechos entre personas y resolver sus reclamos, para convertirse en prerrogativas de grupos, frecuentemente en conflicto uno con otros.

			Léon Duguit avanzó en la transformación de los conceptos, al proponer el reemplazo de la noción de soberanía que se aceptaba hasta entonces, por el de “función social”. Entendió que el Estado no puede justificarse como un poder soberano sobre los ciudadanos, sino como una institución al servicio de la sociedad. Esa sociedad se legitima al cumplir funciones sociales de solidaridad como la educación, la protección del trabajo o la asistencia a los desfavorecidos (16). 

			Por este camino, un contemporáneo de Duguit, Maurice Hauriou desarrolló su teoría del institucionalismo jurídico, considerando que instituciones como el Estado, la familia o la empresa, son expresiones estables de la voluntad colectiva. En su obra Principes de droit public (1910), sostuvo que el derecho no es simplemente una suma de normas, sino el resultado de la organización social de valores comunes. Por lo tanto, el Estado debe garantizar la justicia social y servir como mediador entre las fuerzas sociales (17).

			Para la misma época, el jurista y político alemán Hugo Sinzheimer sentó las bases del derecho laboral moderno en su libro Grundzüge des Arbeitsrechts, donde puso de resalto una idea que pronto se generalizó, en el sentido de que la relación entre empleador y trabajador no es entre iguales, y por lo tanto requiere de la intervención estatal para proteger al más débil (18). Esta postulación lo catapultó como diputado a la Asamblea Nacional del Weimar.

			Ideas similares se desarrollaron en distintos ámbitos del derecho y la política, tanto en Europa como en América. De ellas surgieron las primeras constituciones sociales, como la de México de 1917 y Alemania de 1919, así como el experimento soviético de sociedad comunista con la Constitución de la Unión Soviética de 1918. Los derechos individuales, cuya protección había justificado la existencia de gobiernos limitados por constituciones, fueron desbordados por los nuevos “derechos sociales”, en cabeza de grupos a los que se reconocía determinados privilegios que debían ser satisfechos por el gobierno.

			La necesidad de proveer derechos tales como a la salud, vivienda, educación, cultura, etc., convirtió paulatinamente a los gobiernos en redistribuidores de recursos, toda vez que el Estado no produce nada y cada centavo que gasta debe extraerlo necesariamente de los habitantes. Ello incrementó exponencialmente el tamaño de los presupuestos estatales. 

			Al invocarse derechos y valores elevados como nuevas funciones del gobierno, la decisión sobre el nivel del esfuerzo necesario para mantener esos gastos dejó de reposar en los contribuyentes para pasar a los gobernantes, que encarnan la defensa de estos nuevos grupos presuntamente débiles, que ostentan derechos especiales.

			Este reconocimiento del poder estatal de redistribución de la propiedad privada quebró la idea original del constitucionalismo. Las constituciones dejaron de ser vistas como diques de contención del poder en defensa de los derechos individuales, para convertirse de a poco en meros estatutos que organizan el poder estatal, distribuyendo atribuciones, obligaciones y funciones entre distintos organismos que ejercen el poder.

			Al romperse la valla que impedía el avance desmedido del Estado sobre los derechos individuales, el principio de que el origen democrático era suficiente para legitimar los actos del gobierno también se anuló. Ya no se elegía democráticamente a un gobernante que tenía poderes limitados, sino a uno que tenía la suma del poder.

			Con funcionarios cuya autoridad crece casi sin control, de poco sirve que su elección sea democrática. Una vez alcanzado el cargo será difícil impedir que abuse de él. De hecho, ya no es posible hablar de “abuso”, pues la propia constitución lo legitima para tomar de los habitantes cuantos recursos considere necesarios para cumplir con los nuevos cometidos. La invocación de fines loables tales como ayudar a los pobres, educar a los niños, proteger a los ancianos, se vuelve un argumento contra el cual es difícil discutir a la hora de ponerle límites al poder.

			También se volvió más frecuente que el resultado de esas elecciones termine siendo digitado por grupos de poder, pues el incentivo para formar parte de gobiernos que disponen de recursos teóricamente ilimitados, es cada vez más fuerte.

			No es casual que casi como un producto de ese cambio en el paradigma constitucional surgieran los primeros gobiernos totalitarios elegidos democráticamente por amplias mayorías, como fueron los casos de Mussolini o Hitler; o se aceptara incluso con beneplácito la aparición de crueles dictaduras como la soviética, venerada por la intelectualidad europea y norteamericana de su tiempo porque invocaba la protección de los más desfavorecidos. Tampoco parece casual que esos gobiernos esgrimieran como fuente de su poder ideas socialistas de base, mezcladas con algún refuerzo folclórico.

			Se comenzó a comprender entonces que el punto fundamental del esquema constitucional no se vinculaba con la elección democrática de autoridades, sino con sus funciones y sus límites (19).

			Este crecimiento de las funciones estatales provocó que el estudio de la política dejara de concentrarse en las limitaciones y funciones del gobierno, para convertirse en el estudio de la distribución y uso del poder. Además de las nuevas visiones políticas y jurídicas que dieron abundantes argumentos para esa transformación, una deformación de la teoría económica también aportó lo suyo.

			Un fenómeno cuya gravedad no fue advertida de inmediato, fue el paso del dinero mercancía al dinero fiduciario o dinero fiat. Esto
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